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ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veinticinco de septiembre de dos mil trece

Acta N° __ del 25 de septiembre de 2013

Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por el INPEC contra la sentencia de 14 de agosto de 2013 proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira mediante la cual fue concedido el amparo constitucional reclamado por el señor CAMILO VALENTIN YAÑEZ CASTAÑO.

ANTECEDENTES

El señor Camilo Valentin Yañez Castaño acude a la judicatura a través de la acción de tutela, con el fin de que sean reestablecidos sus derechos constitucionales a la dignidad humana y a la educación, toda vez que fue trasladado de la Cárcel Distrital “La 40”, donde se encontraba recluido a la Penitenciara de Acacías –Meta- y posteriormente a la de Cárcel de Jamundí –Valle-, donde actualmente paga la pena impuesta.

Indica que la vulneración se concreta en el hecho de que mientras se encontraba  interno en el centro de reclusión de esta ciudad, con ocasión al convenio celebrado entre el INPEC y la UNAD, inició estudios superiores en “Tecnología en Análisis y Desarrollo de Sistemas de Información”, logrando con su desempeño sobresaliente acceder al programa profesional de Ingeniería de Sistemas, el cual fue interrumpido con su traslado a otra penitenciaria en la cual no existe convenio alguno.

De acuerdo con lo expuesto solicita su traslado inmediato a la Cárcel “La 40” con el fin de terminar sus estudios superiores.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, el cual, una vez admitida la acción, le concedió al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC- el término de dos (2) días, para efectos de que ejercieran su derecho de defensa. 

Dentro del término citado, la entidad accionada adujo en su defensa que, con ocasión a algunos fallos de tutela que debe acatar, se vio obligada a trasladar de penitenciaria a varios internos debido al grave hacinamiento que atraviesa no sólo la Cárcel “La 40”, sino todo los establecimientos carcelarios del país.

Sostiene que los reclusos han hecho uso indiscriminado de la acción de tutela con el fin de no ser trasladados de penitenciaria y así permanecer en la región, cerca de sus familias, sin tener en cuenta que ha sido su conducta la que ha generado que se encuentren privados de la libertad.

Expone que cuenta con facultades legales y expresas para fijar el lugar donde los condenados deben cumplir la pena, para lo cual debe atender factores como la seguridad y perfil delincuencial entre otros.

Por último, afirma que el Complejo Penitenciario de Jamundí, tiene mejores condiciones de bienestar que la cárcel de esta ciudad, con iguales beneficios a los disfrutados hasta ahora por el interno, por lo que no advierten la vulneración pregonada y solicitan se declare improcedente la presente acción.

Llegado el día del fallo, la juez, luego de hacer un recuento legal y jurisprudencial frente al tema bajo análisis, amparó los derechos fundamentales a  la educación y a la dignidad humana y, como consecuencia de ello, ordenó que, dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de la decisión, el señor Yañez Castaño, fuera trasladado a la Cárcel Distrital de Varones la 40, con el fin de que continúe con sus estudios.
Inconforme con la decisión, la accionada manifiesta su intención de impugnar el fallo de primera instancia trayendo a colación los mismos argumentos expuestos al contestar la demanda de tutela.
CONSIDERACIONES DE LA SALA
PROBLEMA JURÍDICO

¿Se vulneran los derechos fundamentales del actor por el traslado de penitenciaría?

¿Pueden ampararse garantías constitucionales frente a las cuales no se solicitó protección?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

2. DEL AMPARO DE DERECHOS NO INVOCADOS POR EL ACCIONANTE.
La copiosa Jurisprudencia Constitucional ha sostenido que dada la informalidad de la acción de tutela, cuando el tutelante no invoca expresamente la totalidad de los derechos vulnerados, el juez de tutela no solamente tiene la facultad sino la obligación de proteger todos los derechos que según las pruebas aportadas dentro del proceso encuentre vulnerados, de conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 14 del Decreto 2591 de 1991. 

Es así, que el Alto Tribunal Constitucional ha indicado:


"En cuanto a los derechos invocados, la informalidad de la tutela y la necesidad de pronta resolución son características, suficientemente escudriñadas por la doctrina constitucional, que impiden exigir al solicitante un mínimo de conocimientos jurídicos, menos todavía si se pretende que haga encajar sus circunstancias, con absoluta precisión, en el articulado de la Carta Política. 


"Por ello, si el juez encuentra afectados derechos no invocados por el petente, no sólo puede sino que debe referirse a ellos en su sentencia y decidir lo pertinente, impartiendo las órdenes necesarias para su cabal y plena defensa. De tal empeño depende la eficacia de la acción y el consiguiente imperio de los mandatos constitucionales.

 
"El juez, especialmente en materia de tutela, tiene a su cargo un papel activo, independiente, que implica la búsqueda de la verdad y de la razón, y que riñe con la estática e indolente posición de quien se limita a encontrar cualquier defecto en la forma de la demanda para negar el amparo que de él se impetra".
 

3. DECISIONES ADOPTADAS POR EL INPEC EN MATERIA DE TRASLADOS. 

Para resolver el interrogante formulado, basta con decir, que las decisiones que adopta la dirección general del INPEC en cuanto a sitios donde se deben cumplir las condenas y la viabilidad de traslados de internos, se encuentran válidamente soportadas en la ley 65 de 1993 -Código Penitenciario y Carcelario-, artículos 14, 72, 73, 74 y 78, y que en esta normatividad igualmente se contempla la obligación de la administración de velar por el bienestar de lo internos, de manera tal que se les garantice su derecho a la vida en condiciones dignas; de ahí que la Alta Magistratura protectora de la Carta, haya permitido que el juez de tutela intervenga en el régimen penitenciario, sólo en aquellos casos en que se observen órdenes  arbitrarias e irrazonables del INPEC, cuando se constate la vulneración de los derechos fundamentales del interno, y cuando se evidencie que la actuación desplegada por el Instituto Penitenciario se realizó al margen del principio del interés superior de los niños, niñas y adolescentes.
 

3. EL PRINCIPIO DE LA CONFIANZA LEGÍTIMA.
Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que éste principio deriva directamente de principios tales como: i) la seguridad jurídica (arts. 1º y 4 de la C.P.), ii) de respeto al acto propio
 y iii) buena fe (art. 83 de la C.P.), y que puede ser7 amparado a través de la acción constitucional, en la medida en que se advierta vulnerado, por el cambio intempestivo de condiciones que le son favorables al administrado y en virtud de las cuales éste procuró los medios necesarios para beneficiarse de ellas.
Sobre este mismo tema se refirió esta Corporación en la  Sentencia C-478 de 1998 M.P. Alejandro Martínez Caballero:

 “Este principio, que fue desarrollado por la jurisprudencia alemana, recogido por el Tribunal Europeo de Justicia en la sentencia del 13 de julio de 1965, y aceptado por doctrina jurídica muy autorizada, pretende proteger al administrado y al ciudadano frente a cambios bruscos e intempestivos efectuados por las autoridades. Se trata entonces de situaciones en las cuales el administrado no tiene realmente un derecho adquirido, pues su posición jurídica es modificable por las autoridades. Sin embargo, si la persona tiene razones objetivas para confiar en la durabilidad de la regulación, y el cambio súbito de la misma altera de manera sensible su situación, entonces el principio de la confianza legítima la protege. En tales casos, en función de la buena fe (CP art. 83), el Estado debe proporcionar al afectado tiempo y medios que le permitan adaptarse a la nueva situación. Eso sucede, por ejemplo, cuando una autoridad decide súbitamente prohibir una actividad que antes se encontraba permitida, por cuanto en ese evento, es deber del Estado permitir que el afectado pueda enfrentar ese cambio de política”.

Fue en aras de proteger éste principio, que el máximo órgano de cierre de la jurisdicción constitucional, en caso similar al que hoy nos ocupa, amparó el derecho a la educación del recluso cuyo traslado truncó las posibilidad de terminar la carrera profesional adelantada al interior de la Cárcel donde inicialmente purgaba la pena.

En la sentencia T-1322 de 2005 la Corte indicó:

“11. La situación es distinta en relación con la carrera que se encontraba adelantando el actor. Tal como se ha señalado, mediante acta No. 152 del 28 de agosto de 2003, de la Junta de Trabajo, Estudio y Enseñanza del Establecimiento Penitenciario y Carcelario La Picota, se autorizó al actor a iniciar estudios de educación superior en administración de empresas, a través del programa de educación a distancia que ofrece la Universidad Santo Tomás. En estas circunstancias, en el segundo semestre de 2003, el demandante consignó a favor de la Universidad Santo Tomás la suma que le correspondía por concepto de la inscripción y matrícula a la Universidad, por un valor total de $602.000. 

La Sala de Revisión observa que dentro del expediente no existe ninguna constancia de que el INPEC le hubiera advertido al actor acerca de que la circunstancia de iniciar sus estudios de administración de empresas no lo eximía de ser trasladado a otro centro de reclusión. De esta manera, resulta entendible que el demandante se hubiera matriculado en la carrera, con la esperanza de que podría culminar sus estudios, sin ser trasladado de centro de reclusión. 

Lo anterior conduce a esta Sala de Revisión a la conclusión de que el INPEC vulneró con su actuación el principio de confianza legítima, puesto que autorizó al actor para realizar estudios a distancia de administración de empresas con la Universidad Santo Tomás, aprobación que lo indujo a hacer los gastos necesarios para iniciar su carrera, y luego lo trasladó a un centro donde no puede continuar con la carrera. De esta forma, la administración penitenciaria le modificó al actor las condiciones que le había ofrecido para desarrollar sus estudios, sin que éste en ningún momento hubiera sido advertido sobre esta posibilidad.” 
4. CASO CONCRETO

En el presente asunto, el actor se duele de su traslado de penitenciaria cuando se encuentra inscrito y ha cancelado el valor de la matrícula para el segundo semestre del año 2013, en el programa de INGENIERIA EN SISTEMAS, en cumplimiento del convenio interinstitucional suscrito entre el INPEC y la Universidad Nacional Abierta y a Distancia –UNAD-.
Tal y como analizó la Corte Constitucional en la decisión inmediatamente citada, en el presente asunto, no se advierte documento alguno en el cual el INPEC le haya manifestado al señor Yañez Castaño, la posibilidad de ver interrumpido sus estudios superiores, debido al traslado de lugar de reclusión, ni los factores que podían incidir en tal modificación, situación que lo llevó no sólo a depositar su confianza en la autorización dada por la entidad accionada para adelantar su carrera profesional al interior de la Cárcel “La 40”, sino en realizar las gestiones tendientes a concretar sus aspiraciones y cargar con los costos económicos que ello implicaba. 
De acuerdo con lo antes indicado, el INPEC vulneró el principio de confianza legítima, al modificar las condiciones ofrecidas al actor, esto es adelantar su carrera profesional de Ingeniería en Sistemas, a través del convenio interinstitucional suscrito con la UNAD, entidad con la cual no se tiene pacto en el Complejo Carcelario de Jamundi.

En consideración con lo expuesto, sin desconocer los motivos que llevaron al traslado del actor, esto es, el grave y preocupante índice de hacinamiento del centro de reclusión de esta ciudad, el cual es de público conocimiento, así como la facultad legal de la dirección general del INPEC para establecer los sitios donde los reos deben cumplir las condenas y la viabilidad de traslados de éstos, se confirmará la decisión de primera instancia, relativa a conceder el amparo solicitado por el señor Camilo Valentin Yañez Castaño, pero por considerar que la vulneración recae sobre el principio de confianza legítima y corolario el de la educación.
Así las cosas, teniendo en cuenta que a pesar de que la entidad accionada afirma que el actor tiene mayores beneficios en su nuevo lugar de reclusión, sin determinar cuáles son éstos, lo cierto es que allí no cuenta con la posiblidad de terminar su carrera profesional, pues el convenio por medio del cual estaba adelantando sus estudios, fue suscrito entre la UNAD y el municipio de Pereira, del cual resultó beneficiado junto con otros 4 internos, procediendo el ente territorial a cancelar la totalidad de la matrícula de un periodo académico, por lo que que resulta del caso ordenar su retorno a la Cárcel Distrital de Varones La 40 de esta ciudad, tal y como se ordenó en la sentencia de primer grado, en  aras de permitir que pueda seguir con sus estudios superiores, frente a los cuales ya asumió los costos del presente semestre –fl 25- y así le sea posible continuar con su proceso de resocialización en los términos del artículo 10 de Ley 65 de 1993 - Por medio del  cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario-. 
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO. MODIFICAR el ORDINAL PRIMERO  de la decisión proferida por el JUZGADO QUINTO LABORAL de este Circuito, el día catorce (14) de agosto del año 2013, el cual quedará así:
PRIMERO: CONCEDER el amparo solicitado por el señor Camilo Valentin Yañez Castaño,  por violación del principio de confianza legítima y, en consecuencia, del derecho del actor a la educación.”
SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás, la providencia impugnada.
TERCERO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.

CUARTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCIA CAICEDO CALDERÓN               

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario

� Ver sentencia T-295/99, M.P. Alejandro Martínez Caballero.


� Sentencia T-463/96, MP: José Gregorio Hernández Galindo


� T-374 de 2011


� Ver sentencia T-295/99, M.P. Alejandro Martínez Caballero.
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